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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:

Sentencia de 5 de diciembre de 2018

Radicación Nro.:
66001-31-05-002-2018-00630-01

Accionante:

Santiago Ocampo Tamayo

Accionados:

Secretaría de Educación de Risaralda y otro.

Proceso:

Acción de Tutela 

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Segundo Laboral del Circuito

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / VULNERACIÓN POR EXCESO RITUAL MANIFIESTO / RELIQUIDACIÓN PENSIÓN DE INVALIDEZ ANTE SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL Y FIDUPREVISORA S.A.
El Decreto 3831, en su artículo 3º establece la gestión a cargo de las Secretaría de Educación respecto a las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, dentro de la que se cuenta la elaboración y remisión del proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, la Fiduciaria La Previsora S.A. Fiduprevisora S.A. para su aprobación.
También se ha entendido que la exigencia de formas y ritualidades por parte de la administración para la concreción de derechos sustanciales, es una conducta que atenta contra el debido proceso, en tanto que impone una carga excesiva e innecesaria al administrado y se constituye en un “exceso ritual manifiesto”.  Esto dijo la Corte al respecto en la Sentencia T-154-2018: 

“Cuando un juez o una autoridad administrativa obstaculiza la efectividad del derecho sustancial con ocasión de las formas, incurre en la vulneración del derecho al debido proceso, como consecuencia de la “aplicación irreflexiva de normas procesales que conllevan el desconocimiento consciente de la verdad objetiva allegada a la autoridad que tiene a su cargo la decisión del asunto”. (…)
Si bien no existe duda que el ente territorial cumplió con su gestión, en tanto expidió el proyecto de resolución que atendía el reclamo del pensionado, lo cierto es que su actuación resulta reprochable en la medida en que tardó más de seis meses en realizar tal labor, riñendo con la disposición que regula el asunto, pues aun cuando se entiende la imposibilidad de cumplir los términos establecidos -15 días-, debido al número de solicitudes pensionales, el periodo que tardó la proyección de la decisión, resulta injustificado.

Pero aun cuanto ésta etapa fue superada, los motivos por los cuales la Fiduprevisora S.A. negó el trámite no se compadecen con los postulados constitucionales, pues devolvió el mismo por una inconsistencia en la radicación, que bien pudo ser superada pidiendo a la Secretaría de Educación Departamental su corrección, situación que pone de manifiesto la vulneración del debido proceso por “exceso ritual manifiesto”…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cinco de diciembre de dos mil dieciocho
Acta N° 0         5 de diciembre de 2018
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver el recurso de apelación presentado por la Dirección Administrativa y de Talento Humano de la Secretaria de Educación del Departamento de Risaralda contra la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el 31 de octubre de 2018, dentro de la acción de tutela que le promueve el señor Santiago Ocampo Tamayo.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Santiago Ocampo Tamayo que el día 1º de marzo de 2018 presentó ante la Secretaria de Educación de Risaralda solicitud de revisión y reliquidación de la pensión de invalidez, teniendo en cuenta los factores salariales; que el día 18 de septiembre de 2018, la Dirección Administrativa del Talento Humano de esa dependencia, le informó que el encargado de realizar los pagos del personal docente era el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, procediendo a dar como soporte las constancias de radicación ante la Fiduprevisora S.A., información que estima no atiende el núcleo esencial del derecho fundamental de petición, pues no le ha sido definida su solicitud prestacional de manera definitiva.

Por todo lo anterior, solicita la protección de los derechos fundamentales de petición y debido proceso y en consecuencia se ordene responder su solicitud pensional.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción le correspondió por reparto al Juzgado Segundo Laboral del Circuito, despacho que la admitió y dispuso el traslado a las entidades accionadas por el término de (2) días para que se vincularan a la litis.
Oportunamente la Fiduprevisora dio respuesta a la acción haciendo un recuento de la naturaleza jurídica del Patrimonio Autónomo Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y de su rol como administradora del mismo, para luego señalar que en el caso del señor Ocampo Tamayo, el proyecto de acto administrativo presentado por la Secretaría de Educación de Risaralda fue negado por encontrarse indebidamente radicado, ya que se presentó como revisión de pensión de invalidez, cuando en realidad se trata de un ajuste de la pensión de invalidez; finalmente señaló que dicha decisión fue remitida a la dependencia de origen a través de los aplicativos dispuestos para tal fin.

Sostiene que a la fecha la Secretaría de Departamental de Educación no ha remitido las correcciones anotadas, situación que impide continuar con el trámite pertinente.

La Secretaria de Educación del Departamento de Risaralda a su turno señaló que después de hacer el estudio respectivo del caso, fue proferido el proyecto del acto administrativo por medio del cual fue reliquidada la pensión de invalidez del actor, tendiendo en cuenta el nuevo porcentaje de pérdida de la capacidad, el cual fue remitido a la Fiduprevisora para su aprobación, por lo tanto, concluye que no existe mérito para considerar que ha vulnerado los derechos fundamentales del actor.

Llegado el día de fallo, el juzgado de conocimiento amparó los derechos fundamentales cuya protección solicitó el señor Ocampo Tamayo,  al considerar que el ente territorial, al tardar en la elaboración y remisión del acto administrativo que resolvió la petición, así como en realizar las correcciones necesarias para continuar con el trámite de reajuste pensional iniciado, afectó dichas garantías constitucionales, por lo que le ordenó a la Secretaría de Educación del Departamento la remisión del expediente administrativo del actor, a la Fiduprevisora SA con el fin de iniciar el trámite en el que se defina su solicitud.

A su vez, instó a ésta última entidad que una vez reciba dicha documentación proceda a resolver lo pertinente.

Inconforme con la decisión, el ente territorial la impugnó afirmando que cumplió con su función dentro del trámite adelantado por el actor, siendo la Fuduciaria accionada la que sólo hasta el momento en que tuvo conocimiento de la acción de tutela procedió a remitir el proyecto de acto administrativo aduciendo un yerro en la radicación que es atribuible al software implementado por esa entidad.

Refiere que pese a la imposibilidad técnica que implica radicar el trámite por el ítem que señala la Fiduprevisora en la respuesta a la tutela, procedió a remitir el proyecto de acto administrativo para su revisión.
CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Dentro del trámite adelantado en torno a la petición de reajuste pensional elevada por el actor se evidencia la vulneración del debido proceso por parte de las entidades accionadas?

Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

2. TRÁMITE DE APROBACIÓN LAS SOLICITUDES PARA EL RECONOCIMIENTO DE PRESTACIONES QUE RECONOCEN LAS SECRETARÍAS DE EDUCACIÓN.
El Decreto 3831, en su artículo 3º establece la gestión a cargo de las Secretaría de Educación respecto a las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, dentro de la que se cuenta la elaboración y remisión del proyecto de acto administrativo de reconocimiento, dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la radicación de la solicitud, la Fiduciaria La Previsora S.A. Fiduprevisora S.A. para su aprobación.
Seguidamente el artículo 4 establece que: “El proyecto de acto administrativo de reconocimiento de prestaciones que elabore la secretaría de educación, o la entidad que haga sus veces, de la entidad territorial certificada a cuya planta docente pertenezca o haya pertenecido el solicitante, será remitido a la sociedad fiduciaria que se encargue del manejo de los recursos del Fondo para su aprobación.

Dentro de los quince (15) días hábiles siguientes al recibo del proyecto de resolución, la sociedad fiduciaria deberá impartir su aprobación o indicar de manera precisa las razones de su decisión de no hacerlo, e informar de ello a la respectiva secretaría de educación”. 

De igual forma el artículo 5 ibídem establece que, “Aprobado el proyecto de resolución por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo, deberá ser suscrito por el secretario de educación del ente territorial certificado y notificado en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley”.
4. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales.
También se ha entendido que la exigencia de formas y ritualidades por parte de la administración para la concreción de derechos sustanciales, es una conducta que atenta contra el debido proceso, en tanto que impone una carga excesiva e innecesaria al administrado y se constituye en un “exceso ritual manifiesto”.  Esto dijo la Corte al respecto en la Sentencia T-154-2018: 
“Cuando un juez o una autoridad administrativa obstaculiza la efectividad del derecho sustancial con ocasión de las formas, incurre en la vulneración del derecho al debido proceso, como consecuencia de la “aplicación irreflexiva de normas procesales que conllevan el desconocimiento consciente de la verdad objetiva allegada a la autoridad que tiene a su cargo la decisión del asunto”. En la sentencia T-268 de 2010, este Tribunal expuso: 

“(…) por disposición del artículo 228 Superior, las formas no deben convertirse en un obstáculo para la efectividad del derecho sustancial, sino que deben propender por su realización. Es decir, que las normas procesales son un medio para lograr la efectividad de los derechos subjetivos y no fines en sí mismas. Ahora bien, con fundamento en el derecho de acceso a la administración de justicia y en el principio de la prevalencia del derecho sustancial, esta Corporación ha sostenido que en una providencia judicial puede configurarse un defecto procedimental por ‘exceso ritual manifiesto’ cuando hay una renuncia consciente de la verdad jurídica objetiva evidente en los hechos, por extremo rigor en la aplicación de las normas procesales”. (Resaltado fuera de texto).
El exceso ritual manifiesto ha sido entendido como la “aplicación desproporcionada de una ritualidad o formalismo, que conlleva desconocer la verdad objetiva de los hechos puestos en consideración del juez o la administración”. Una interpretación en sentido amplio del artículo 228 de la Constitución permite concluir que el exceso ritual manifiesto no solo aplica en el ámbito judicial, sino también en los procedimientos administrativos, pues estos tienen relación con la consecución de los fines esenciales del Estado, en la medida en que por medio de ellos se puede reconocer o vulnerar un derecho fundamental”.

3.   CASO CONCRETO

De acuerdo con el libelo genitor, el señor Santiago Ocampo Tamayo, el día 01 de marzo de 2018 presentó ante la Secretaria de Educación del Departamento de Risaralda, solicitud de reajuste de la pensión de invalidez, petición que afirma no ha sido atendida de fondo por el ente territorial.
Las entidades al dar respuesta a la acción aducen a su favor que cada una cumplió con la carga que le competía dentro del trámite de la solicitud de reajuste de la pensión de invalidez que le fue reconocida.

En consonancia con tales manifestaciones y con el caudal probatorio que obra en el expediente, se tiene que el proyecto de acto administrativo que atendía la petición del accionante fue remitido para aprobación de la Fiduprevisora S.A. el día 27 de septiembre de 2018, entidad que desestimó lo allí considerado al verificar una inconsistencia en la radicación del trámite por parte de la Secretaría de Educación del Departamento.
Si bien no existe duda que el ente territorial cumplió con su gestión, en tanto expidió el proyecto de resolución que atendía el reclamo del pensionado, lo cierto es que su actuación resulta reprochable en la medida en que tardó más de seis meses en realizar tal labor, riñendo con la disposición que regula el asunto, pues aun cuando se entiende la imposibilidad de cumplir los términos establecidos -15 días-, debido al número de solicitudes pensionales, el periodo que tardó la proyección de la decisión, resulta injustificado.
Pero aun cuanto ésta etapa fue superada, los motivos por los cuales la Fiduprevisora S.A. negó el trámite no se compadecen con los postulados constitucionales, pues devolvió el mismo por una inconsistencia en la radicación, que bien pudo ser superada pidiendo a la Secretaría de Educación Departamental su corrección, situación que pone de manifiesto la vulneración del debido proceso por “exceso ritual manifiesto” de la Fiduciaria accionada, que optó por la prevalencia del procedimiento antes que decidir sobre la aprobación de un trámite que ya se encontraba a su conocimiento.
De acuerdo con lo expuesto, es evidente la vulneración del derecho fundamental al debido proceso del cual es titular el señor Santiago Ocampo Tamayo por parte de la Fiduprevisora S.A. y en tal sentido acertada estuvo la decisión del juzgado en amparar tal garantía constitucional, por lo tanto, se mantendrán las órdenes impartidas, pues aun cuando en su recurso la Secretaría de Educación de Risaralda afirmó que los problemas técnicos del software –NURF- de la destinataria no le permitían radicar el proyecto por medio electrónico y que por tal razón envió el documento por otro medio, no aportó prueba de ello.
No obstante lo expuesto, se modificará el ordinal primero de la providencia para tutelar únicamente el citado derecho y se aclararán sus ordinales segundo y tercero para señalar que lo remitido a la Fiduciaria La Previsora por parte del ente territorial, si aún no lo ha hecho, es el proyecto de acto administrativo que resuelve la solicitud de reajuste pensional, con el soporte documental que requiere dicha actuación y no el expediente como lo indica el juzgado de conocimiento.

Así mismo se adicionará el ordinal TERCERO de la sentencia de primer grado, ordenando a la Fiduprevisora S.A. a través del Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, doctor William Emilio Mariño Ariza, que se abstenga de devolver el trámite por factores relacionados con la radicación del mismo en sistema NURF.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE:

PRIMERO: MODIFICAR el ORDINAL PRIMERO de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira el día 31 de octubre de 2018, el cual quedará así:
“PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso del señor SANTIAGO OCAMPO MONTOYA, identificado con cédula de ciudadanía No 10.122.920.”
SEGUNDO: ACLARAR los ordinales SEGUNDO y TERCERO de la misma providencia en el sentido que lo remitido a la FIDUPREVISOR S.A, por parte de la Secretaría de Educación del Departamento, si aún no lo ha hecho, es el proyecto de acto administrativo que resuelva la solicitud de reajuste pensional elevada por Santiago Ocampo Tamayo el día 1 de marzo de 2018, junto con la documentación que requerida para para su aprobación.

TERCERO: ADICIONAR el ordinal TERCERO para  ordenar a la Fiduprevisora S.A., a través del Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, doctor William Emilio Mariño Ariza, que se abstenga de devolver el trámite por factores relacionados con la radicación del mismo en sistema NURF.
CUARTO: CONFIRMAR en todo lo demás la providencia impugnada.
QUINTO: NOTIFICAR esta decisión a las partes por el medio más expedito.
SEXTO: REMITIR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.


CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES                  ANA LUCIA CAICEDO CALDERON
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